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Exp.- 1026/2022/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 1026/2022/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: PRESIDENTE MUNICIPAL; H. AYUNTAMIENTO; DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA; Y OFICIALIA MAYOR; TODAS LAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintitrés de enero de dos mil veinticinco.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1026/2022/2, promovido por el C. ********** contra actos del Presidente Municipal; H. Ayuntamiento; Dirección General de Seguridad Pública; y Oficialía Mayor; todas las autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
RESULTANDO
I.- Por escrito recibido en éste Tribunal el veinte de octubre de dos mil veintidós, el C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Presidente Municipal; H. Ayuntamiento; Dirección General de Seguridad Pública y Oficialía Mayor; todas las autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por los actos que hizo consistir en:
“A).- La omisión de pago de salarios devengados por el suscrito como personal activo de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P. retenidos o no cubiertos, a partir del 9 de Diciembre de 2021 y hasta el momento en que se regularice el pago de mi salario, en virtud de que no se me han cubierto pese a haber sido laborados, y

B).- La omisión de regularizar el pago de mis percepciones salariales como personal activo de la Dirección General d Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.”
II.- Por auto de fecha veinte de febrero de dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, ordenándose correrle traslado a las autoridades demandadas para que contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraran relacionados.

III.- Por auto de fecha doce de junio de dos mil veintitrés, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda y por hechas las objeciones formuladas, por lo que se ordenó que  con las copias de las mismas se corriera traslado al promovente del juicio, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

 Así mismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron por admitidas como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en:

1.- Copia certificada de la copia fotostática del oficio ********** que detalla como documental primera, en el capítulo de pruebas del escrito de demanda.

2.- Copia simple del Acta de Sesión Ordinaria de la Comisión del Servicio Profesional de Carrera Policial, Honor y Justicia, de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.

3.- La testimonial a cargo de hasta tres testigos que ofrece presentar, por lo que se ordenó decir al oferente de la prueba que debería presentar a sus testigos debidamente identificados, en la fecha y hora que se señalara para el desahogo de la audiencia final; apercibidos que si no comparecían, se declararían desiertas, en lo conducente; se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas con el interrogatorio de mérito a fin de que estuvieran en aptitud de formular repreguntas, las cuales, en su caso, deberían de hacerlo en el momento en que se desahogara la prueba, sin que pudieran de exceder de dos por cada directa; lo anterior, en términos de los artículos 80 y 83 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

4.-  La presuncional legal y humana.

5.- La instrumental de actuaciones.

6.- En cuanto a la prueba de inspección ocular, detallada en el inciso C) del capítulo de pruebas de escrito inicial de demanda; y toda vez que dicha información fue presentada por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí en su escrito de contestación de demanda, se tuvo por desechada dicha prueba.

Al Director de Asuntos Jurídicos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes:

1-  Copia certificada de su nombramiento.

2- La presuncional legal y humana.

3.- La instrumental de actuaciones;

 Al Síndico Municipal y Representante del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes:

1.- La presuncional legal y humana.

2.- La instrumental de actuaciones;

Al Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes:

1.- Copia certificada de su nombramiento.

2.-  Impresión de treinta documentos digitales que detalla en el punto II del capítulo de pruebas de su escrito de contestación de demanda.

3.- La presuncional legal y humana.

4.-  La instrumental de actuaciones;

Al titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes:

1-  Copia certificada de su nombramiento.

2- La presuncional legal y humana.

3.- La instrumental de actuaciones;

Por otra parte, se concedió a la parte actora el término de diez días para que ampliara su escrito inicial de demanda, al actualizarse los supuestos establecidos en la fracción IV del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado, apercibo de tener por no ampliando su demanda si incumplía con el plazo anteriormente señalado.
IV.- Por auto de fecha veintiuno de agosto de dos mil veintitrés, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a las autoridades demandadas, para que manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraran relacionadas; apercibidas que en caso de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
V.- Por auto de fecha trece de noviembre de dos mil veintitrés, se ordenó regularizar el procedimiento respecto de la prueba testimonial que ofreció la parte actora con cargo de hasta tres personas, por lo que se le requirió para que en el término de cinco días exhibiera el interrogatorio respecto a dicha prueba, debidamente firmado y con copia para cada una de las partes, a fin de que estuvieran en aptitud de formular repreguntas, apercibido que de no cumplir con el requerimiento formulado, se le tendría por no admitida dicha probanza.

Por otra parte se tuvo a la diversa autoridad demandada Presidente Municipal de San Luis Potosí, por omitiendo realizar la contestación de demanda dentro del término concedido para tal efecto en el acuerdo de fecha veintiuno de agosto de dos mil veintitrés, por lo que se le hizo efectivo el apercibimiento ordenado, y se le tuvo por contestando en sentido afirmativo lo señalado por la parte actora en su escrito de ampliación de demanda respecto de lo referente a dicha autoridad.
Así mismo, se tuvo a las diversas autoridades demandadas Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; Titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia; y Síndico Municipal y Representante Legal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por contestando la ampliación de la demanda, por lo que se ordenó dar vista al promovente del juicio, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.
Por último, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron por admitidas como pruebas las ofrecidas en sus escritos de ampliación y contestación de la ampliación de demanda.

VI.- Por auto de fecha cuatro de diciembre de dos mil veintitrés se tuvo a la parte actora por dando cumplimiento al acuerdo de fecha trece de noviembre de dos mil veintitrés y por exhibiendo interrogatorio respecto de la prueba testimonial, por lo que se ordenó correrle traslado a las autoridades demandas a fin de que estuvieran en aptitud de formular repreguntas.

Por otra parte, se señalaron las diez horas del veintitrés de enero de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

VII.- Por auto de fecha dieciséis de enero de dos mil veinticuatro, se tuvo a la parte actora por interponiendo recurso de reclamación en contra del auto dictado el cuatro de diciembre de dos mil veintitrés, el cual se admitió a trámite, por lo que se ordenó correrle traslado a las autoridades demandadas para que expresaran lo que a su derecho correspondiera.

VIII.- Por auto de fecha veinte de febrero de dos mil veinticuatro, se tuvo a las autoridades demandadas por no realizando manifestación alguna respecto del recurso de reclamación interpuesto por la parte actora; por lo que se citó para resolver el mismo. 
IX.- Con fecha veintisiete de junio de dos mil veinticuatro se resolvió el Recurso de Reclamación interpuesto por la parte actora, mismo que fue hecho valer por el desechamiento de la prueba testimonial que supuestamente se dictó en el auto de fecha cuatro de diciembre de dos mil veintitrés, el cual resulto infundado.
X.- Por auto de fecha nueve de septiembre de dos mil veinticuatro, se señalaron las once horas del tres de octubre de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

XI.- Por auto de fecha tres de octubre de dos mil veinticuatro, se difirió la audiencia que habría de celebrarse a las once horas del tres de octubre de dos mil veinticuatro y en su lugar se fijaron las once horas del veintinueve de octubre de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

XII.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, únicamente con la asistencia de la parte actora y de los testigos propuestos. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza. Acto seguido, se procedió al desahogo de la prueba testimonial ofrecidas por la parte actora. En período de alegatos, se certificó que no fueron presentados por ninguna de las partes. Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción XVII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es el C. **********, y Autoridades de la Secretaría de Seguridad Pública del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, como integrante de un cuerpo de seguridad pública, conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción; de acuerdo con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- De acuerdo con lo ordenado en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Por lo que respecta a la personalidad de la parte actora para instar el presente juicio, no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio; en términos de lo dispuesto en el artículo 230 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado 
; y en cuanto a su interés jurídico, está plenamente acreditado con la documentales consistentes en: el “Acta de Sesión Ordinaria de la Comisión del Servicio Profesional de Carrera Policial de Honor y Justicia”, de fecha ocho de diciembre de dos mil veintiuno –fojas 21 a 24-; el “Convenio Interadministrativo para dar Solución a Conflicto” –visible a fojas 25 y 26-; los “recibos de nómina” emitidos a nombre del actor, **********–visibles a fojas 59 a 90-; probanzas antes referidas, a las que se atribuye valor probatorio pleno; ello acorde con lo dispuesto en los artículos en los artículos 72 fracción I, 74, 75, 78 y 90 primer párrafo y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Por otro lado, las autoridades demandadas, acreditaron su personalidad, por lo que respecta al Lic. **********, como Síndico Municipal de del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P. y representante del citado Ayuntamiento, en términos del artículo 219 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí con la edición extraordinaria del periódico oficial del Estado, publicado el dos de octubre de dos mil veintiuno, en el que consta la integración de los cincuenta y ocho Ayuntamientos del Estado electos para el periodo comprendido entre el primero de octubre del año dos mil veintiuno al  treinta de septiembre del dos mil veinticuatro; y el resto de las autoridades demandadas demostraron su personalidad en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada de su nombramiento

TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad, de:

“A).- La omisión de pago de salarios devengados por el suscrito como personal activo de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P. retenidos o no cubiertos, a partir del 9 de Diciembre de 2021 y hasta el momento en que se regularice el pago de mi salario, en virtud de que no se me han cubierto pese a haber sido laborados, y

B).- La omisión de regularizar el pago de mis percepciones salariales como personal activo de la Dirección General d Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.”

CUARTO.- El estudio de las causales de improcedencia es de orden público y preferente al fondo del asunto, por lo que si obran constancias agregadas a autos del expediente de las que se advierta alguna de las hipótesis de improcedencia o sobreseimiento del juicio, a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes, estas deben ser tomadas en cuenta para la emisión del fallo, al estar vinculadas dichas actuaciones con la precedencia del juicio. 

El criterio que adopta la Sala se apoya en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe.

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN POSIBILIDAD DE DETERMINAR FEHACIENTEMENTE SI OPERA O NO ESA CAUSAL. Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actualización de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indicios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí, y la problemática que se presenta no se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consiguiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto. Época: Novena Época, Registro: 176291, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Enero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 163/2005, Página: 319”

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, en la especie se actualiza la causal de sobreseimiento, señalada en el artículo 228 fracción X del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, disposición legal que se transcribe a continuación:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

X. Contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, y

…”

Lo anterior es así, ya que los actos que impugna el acciónate, consistentes en la omisión de pago de salarios devengados como personal activo de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, así como la omisión de regularizar el pago de sus percepciones salariales, como personal activo de la indicada Dirección, no se trata de alguno de los actos impugnables en el juicio contencioso administrativo; a fin de evidenciar tal circunstancia, cabe traer a referencia lo dispuesto en el  artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que dispone:  

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación; 

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; 

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales; 

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales; 

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público; 

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado; 

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes público estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal; 

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; 

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo; 

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa; 

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos; 

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado; 

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí; 

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

 XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal. Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”.

(Énfasis añadido)
En este tenor, como se desprende de la fracción I, del citado artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a fin de que este Tribunal esté en condiciones de conocer del juicio de nulidad se requiere de una condición de definitividad de los actos impugnables, dado que en la indicada fracción, el legislador estableció: que son impugnables los actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten a traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades, de donde se obtiene la posibilidad de este tribunal para conocer de las controversias de carácter administrativo y fiscal que deriven de:

I) Actos o resoluciones definitivas;

II) Actos o resoluciones que pongan fin a un procedimiento; y que

III) Se dicten, ordenen, ejecuten o se traten de ejecutar en agravio de los particulares.

Bajo este contexto, los juicios competencia de este Tribunal, no constituyen una potestad procesal contra todo acto de autoridad, al tratarse de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia de la vía está condicionada a que, entre otros, los actos o resoluciones de las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, tengan el carácter de resoluciones administrativas definitivas, o actos que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en perjuicio del gobernado, y aquellas enunciadas en el citado numeral. 

Por tanto, resulta evidente que este Tribunal no tiene competencia para conocer de omisiones; como en el caso se hacen consistir los “actos” que se señalan como impugnados por el accionante; pues privaba el hecho de que contra ese tipo de actos no está prevista la competencia de este tribunal, es decir para conocer de las controversias que se promovieran contra actos omisivos, dado que la omisión de pagos de salarios, constituye un no hacer por parte de la autoridad demandada, en consecuencia, ello no conforma una resolución definitiva o acto administrativo que actualice un supuesto de competencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para la procedencia del Juicio de Nulidad, es decir tales omisiones -impugnadas- no constituyen, el producto final de la manifestación expresa de la autoridad demandada, o su última resolución para poner fin a un procedimiento, ni una manifestación aislada que reflejara su voluntad definitiva.

Por ello, es necesario insistir que la procedencia del juicio de nulidad está condicionada a que existiera una resolución definitiva, o acto que ponga fin a un procedimiento administrativo, a una instancia, o resuelva un expediente, de tal forma que revelé que se trataba del producto final o de la última voluntad de la autoridad demandada.

En las relatadas condiciones, este Tribunal no tiene competencia para conocer de las omisiones reclamadas, máxime que este Tribunal como órgano Jurisdiccional de naturaleza administrativa, sólo puede hacer lo que expresamente le facultan las Leyes, en el entendido de que éstas, a su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general, pues todo actuar adverso a lo previsto en la normatividad deviene ilegal en consecuencia. 

En relación con lo anterior, cobra relevancia el siguiente criterio jurisprudencial:
 “IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO. 
 Conforme al artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es improcedente el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra actos que no le competa conocer a dicho Tribunal; de modo que si se demanda algún acto ajeno a su competencia material prevista en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica que lo rige, la consecuencia necesaria, cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que deba sobreseerse en el juicio, con apoyo en la fracción II del artículo 9o. del primer ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, como ninguno de estos preceptos, ni alguno otro de la propia ley, disponen que al actualizarse la improcedencia –y el consecuente sobreseimiento en el juicio– también deba precisarse en la propia resolución cuál es, en su caso, la diversa autoridad a quien compete el conocimiento del asunto, se concluye que en estos supuestos el legislador estableció una causal sustentada en la improcedencia de la vía y, por ello, no existe obligación legal del Tribunal de señalar a qué otra autoridad han de remitirse los autos, ni debe esperar a que ésta decida si acepta o no la competencia, y menos aún condicionar la improcedencia del juicio hasta que se decida un posible conflicto competencial entablado con el órgano al que se le declinó competencia, a fin de que hasta este último momento se decrete la firmeza del sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las figuras jurídicas de la incompetencia y de la improcedencia de la vía, pues mientras la primera implica la apertura de un procedimiento para determinar qué órgano jurisdiccional se hará cargo de la demanda, ya sea porque una autoridad decline su conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de ello; la segunda exclusivamente conlleva la determinación unilateral de rechazar la demanda porque ante quien se presentó carece de atribuciones para conocer de las pretensiones del actor, quedando a salvo sus derechos para hacerlos valer ante la autoridad que elija como la competente. En consecuencia, como la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone expresamente la apertura de un trámite competencial cuando se estime que el juicio es improcedente, porque el acto cuya nulidad se demandó no le compete conocerlo al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la demanda hubiere sido admitida, dicho órgano jurisdiccional debe limitarse a sobreseer en el juicio, pues al carecer de facultades expresas para la apertura de un trámite competencial, hecha excepción de los conflictos originados al seno del propio Tribunal por razón de territorio, tampoco debe actuar en un sentido no autorizado por la ley, si se toma en cuenta que conforme al principio de legalidad sólo puede hacer lo que ésta le permite y, además, con ese proceder tampoco se restringen las defensas del actor, al contar con medios de impugnación a su alcance para combatir el sobreseimiento referido.

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por la fracción X del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que se refiere a la improcedencia del juicio “contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal”; procede decretar el sobreseimiento de la presente causa acorde con lo dispuesto por la fracción II del artículo 229 del mismo Código.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción X, 229 fracción II, 248, 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se; 

RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en esta resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO del juicio.

CUARTO.- Notifíquese personalmente

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� ARTÍCULO 230. Son partes en el juicio contencioso administrativo:  I. El actor, que puede ser el particular que se sienta afectado por actos o resoluciones de las autoridades; o la autoridad, cuando impugne una resolución administrativa o fiscal favorable a aquéllos, por considerar que lesiona a la administración pública o al interés público;


� ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas: I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se con tienen declaraciones de ver d ad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y


ARTÍCULO 74. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.


ARTÍCULO 75. Las documentales privadas, las testimoniales, las inspecciones y las periciales y demás medios de prueba lícitos que se ofrezcan por las partes, solo harán prueba plena cuando a juicio de la autoridad que conozca del asunto, resulten fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la veracidad de los hechos.


ARTÍCULO 78. Sólo se tomará en cuenta la confesión de las partes cuando se encuentre contenida en sus escritos de demanda y de contestación, de ampliación de demanda y de contestación a la misma; así como las reglas de la confesional, cuando sean necesarias para el desahogo de otras probanzas.


ARTÍCULO 90. Son pruebas documentales todas aquellas en la que conste información de manera escrita, visual o auditiva, sin importar el material, formato o dispositivo en la que esté plasmada o consignada. ….


ARTÍCULO 91. Son documentos públicos, todos aquellos que sean expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. Son documentos privados los que no cumplan con la condición anterior.
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